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TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ
BOLETÍN  002 DE 14 DE ABRIL DE 2010
	1. PROVIDENCIAS DE INTERÉS DE ESTA CORPORACIÓN




1.1 Sala civil
1.1.1 ABUSO DE POSICIÓN DOMINANTE. LO CONSTITUYE EL HECHO DE QUE EL TITULAR DE UN GRAVAMEN QUE RESPALDABA DEUDAS EXTINGUIDAS SE NIEGUE A SU CANCELACIÓN. “Tolerar la subsistencia de un gravamen que en la hora actual es baldío y que sólo se cancelaría a voluntad de su beneficiario, comportaría, de alguna manera, validar el ejercicio de cierta posición dominante por parte de quien fuera acreedor, quien no obstante haber sido vencido en el juicio ejecutivo y dejado prescribir la acción de enriquecimiento sin causa cambiario, procura sacar ventaja de una hipoteca que se niega a cancelar con el pretexto de ser abierta, a pesar de la extinción de las obligaciones aseguradas.”
EXTINCIÓN DE LA HIPOTECA ABIERTA SIN LÍMITE DE CUANTÍA. “cuando la hipoteca es abierta y el constituyente contrae obligaciones plurales con el beneficiario de aquella, es incontestable que el gravamen subsistirá mientras esté vigente alguna deuda; la extinción de una de estas no trae consigo la extinción de la garantía, como lo precisó la Corte Suprema de Justicia en la sentencia de 1° de septiembre de 1995, ya reseñada, al señalar que “desaparecida la obligación principal por uno cualquiera de los motivos que la ley prevé, también desaparece la hipoteca porque esta no puede subsistir sin aquella. A menos que, tratándose del cumplimiento de la obligación este se haya dado bajo uno de los presupuestos previstos en los ordinales 3, 5 o 6 del artículo 1668… O a menos que la hipoteca sea de aquella que se conoce como ‘abierta’ (art. 2438, inc. final), en cuyo caso la extinción de una cualquiera de las obligaciones caucionadas por la hipoteca, por pago o por algún otro de los motivos enumerados en el artículo 1625 del C. C., la deja viva, cabalmente para que siga cumpliendo con el propósito para el cual se la otorgó”
.

Más, para que –en tal caso- la extinción de la obligación principal no provoque la decadencia de la hipoteca, es necesario que exista otra obligación, porque de lo contrario se producirá el efecto previsto en el inciso 1° del artículo 2457 del C. C. Con otras palabras, un contrato de hipoteca abierta celebrado con anterioridad al crédito o créditos para cuya seguridad se constituye, vale como hipoteca eventual o condicional, por lo que su efectividad queda sujeta al posterior nacimiento de la obligación u obligaciones principales; por consiguiente, una vez ajustados “los contratos a que acceda”, la hipoteca ya no será eventual, pues se habrá cumplido la condición a la que estaba sometida, de suerte que extinguida la deuda o deudas garantizadas, por cualquiera de los modos previstos en la ley, necesariamente se extinguirá el gravamen, justamente por ser accesorio y porque no puede subsistir sin aquellas. “
VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL. GRAVAMEN HIPOTECARIO QUE LIMITA EL DOMINIO DE LA MISMA  DECAE POR LA EXTINCION DE LA OBLIGACIÓN NACIDA POR RAZÓN DEL CRÉDITO OTORGADO PARA SU ADQUISICIÓN. FAVORABILIDAD. “el Tribunal no puede hacer a un lado la perspectiva constitucional de este caso, puesto que la hipoteca en cuestión fue constituida por la demandante para respaldar un crédito que se le concedió para adquirir vivienda, como lo evidencia la propia escritura No. 969 de 12 de marzo de 1997 (Circular Básica Jurídica de la Superintendencia Financiera de Colombia, tít. 3° cap. 4°, num. 2.1.1, lit. d; Ley 546 de 1999, art. 17, num. 4°). Por ende, si la Constitución le reconoce a todo colombiano el derecho a una vivienda digna, para lo cual le ordena al Estado que fije las condiciones necesarias para hacer efectivo ese derecho (art. 51), es necesario admitir que, en línea de principio, esa materialización impone que extinguida la deuda contraída por el propietario para asegurar la obligación, la vivienda debe ser liberada del gravamen.

La efectiva realización del derecho a una vivienda digna conduce al Tribunal a realizar una interpretación en beneficio del titular de ese derecho, quien no lo puede ver afectado por gracia de una hipoteca que no respalda ninguna deuda, pues la que contrajo para poder adquirir el inmueble que destina para su habitación, fue definitivamente extinguida.”

LÍMITE A LAS ACTIVIDADES DE UNA PERSONA JURÍDICA LO FIJA EL OBJETO SOCIAL “el actual beneficiario de la hipoteca, Central de Inversiones S.A., no es una entidad que pueda desarrollar de manera general operaciones activas de crédito, pues la posibilidad de “intervenir como acreedora o deudora” en ese tipo de negocios está condicionada a que “guarden relación con el cumplimiento del objeto social de la sociedad”, que es “la adquisición, administración, enajenación de activos improductivos… de establecimientos de crédito del sector público, del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, del Fondo de Garantías de Entidades Cooperativas y del Ministerio de Hacienda y Crédito Público” (fls. 53 y 54, cdno. 1). Difícilmente, pues, podría CISA -en el futuro- convertirse en acreedora de la señora Carmen Lucila Castro.”
FUENTE NORMATIVA

: ARTÍCULO 51 C.N.
  LEY 546 DE 1999, ARTÍCULO 17   
  ARTÚICULO 1602 DEL C.C.
  ARTÍCULO 1625 DEL C.C.

  ARTÍCULO 1668 DEL C.C.

  ARTÍCULO 2438 DEL C.C

  ARTÍCULO 2457 DEL C.C

  ARTÍCULO 2531 DEL C.C.

  ARTÍCULO 882 DEL C.CO.
FECHA



: 07/10/2009
PONENTE


: Dr. MARCO ANTONIO ÁLVAREZ GÓMEZ
DEMANDANTE

: CARMEN LUCILA CASTRO DE CORREDOR 
DEMANDADO


: CENTRAL DE INVERSIONES S.A.
RADICACIÓN 


: 11001310300620050029501
Si desea examinar el texto completo del documento abrir el anexo denominado 11001310300620050029501 

1.1.2 PREVALENCIA DEL DERECHO SUSTANCIAL SOBRE EL PROCESAL. EL ERROR COMETIDO AL PLANTEAR COMO PREVIA UNA EXCEPCIÓN DE MÉRITO NO EXONERA AL JUEZ DEL DEBER DE PRONUNCIARSE AL RESPECTO EN LA SENTENCIA SI SE REALIZÓ DENTRO DEL TÉRMINO PARA CONTESTAR LA DEMANDA O DENTRO DE LA OPORTUNIDAD LEGAL SEÑALADA PARA ELLO SEGÚN EL CASO.  “En lo que a las excepciones de prescripción e inexistencia de la obligación debe decirse, en primer lugar, que no obstante haberse formulado en el escrito que soporta las excepciones previas y no en el contentivo de las exceptivas de mérito, su estudio, no podía ser olvidado por el A-quo, tal como aconteció en la sentencia que por vía de apelación se revisa, pues es lo cierto, que fueron alegadas dentro de la oportunidad prevista por el legislador para ello, tal como fue indicado en el proveído que resolvió los medios previos, lo que hace imperioso que la Sala aborde su examen, por cuanto omitir su valoración, atentaría contra el derecho al debido proceso, debidamente amparado en el artículo 29 de la Carta.”
TERMINACIÓN DEL PROCESO EJECUTIVO CON TÍTULO HIPOTECARIO POR VIRTUD DE LO DISPUESTO EN LA LEY 546 DE 1999 NO ANIQUILA LA INTERRUPCIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN OCASIONADA EN DICHO TRAMITE FRENTE A NUEVO PROCESO PROMOVIDO OPORTUNAMENTE POR EL ACREEDOR. “adentrándonos al análisis de “PRESCRIPCIÓN” planteada, debe señalarse, que en casos como el presente, -en el que la pretensión fue reclamada por vía judicial, disponiéndose la terminación del proceso con fundamento en la Ley 546 de 1999 y en especial la sentencia C-955 de 2000, que impuso la necesidad de terminar los procesos que estuvieren en curso a 31 de diciembre de 1999, en los cuales se estuvieren cobrando créditos otorgados en UPACs, para la adquisición de vivienda-, el término de prescripción, ha de contarse tomando en consideración las actuaciones que en aquél juicio se surtieron, el tiempo trascurrido desde aquella terminación hasta la fecha de presentación de la nueva demanda y el cumplimiento de las exigencias de ley, para la interrupción en el nuevo proceso, por cuanto, no puede olvidarse que el objeto de los procedimientos, es hacer efectivos los derechos reconocidos en la ley sustancial (art. 4° C.P.C.), tanto al actor como a la parte demandada, sin que puedan estos ser válidamente desconocidos, con ocasión a las vicisitudes que se puedan presentar en el desarrollo de los juicios, máxime cuando las mismas no le sean imputables, como se ha señalado con antelación por esta Corporación, que al respecto ha señalado

“… un acto procesal como la terminación del juicio ejecutivo por motivo ajeno a los contendientes, no puede afectar el derecho sustancial de ninguno de ellos: si el acreedor había procedido en forma oportuna y diligente, no tiene porqué soportar luego los efectos de una decisión que fulmina el proceso sin pronunciarse sobre su derecho; pero de la misma manera, si la inactividad o desidia del acreedor autorizaron al deudor para excepcionarle que la obligación había prescrito, esa decisión del juez, de suyo neutra, no le resta eficacia sustancial al derecho del deudor de beneficiarse de una prescripción ya consumada
.

Atendiendo los supuestos anteriores, tenemos que si el proceso adelantado ante el Juzgado 24 Civil del Circuito para el cobro de la obligación que acá se ejecuta, fue terminado con ocasión a la aplicación de la Ley 546 de 1999, en el cual la parte demandada fue vinculada debidamente al juicio, sin que se hubiera alegado la extinción de la obligación, (o por lo menos esta no se hubiera declarado)
, tal circunstancia, a no dudar, interrumpió la prescripción de las cuotas causadas así como del capital acelerado en aquella oportunidad, situación que deja a salvo del fenómeno prescriptivo de la totalidad del capital contenido en el cartular aportado como soporte de las pretensiones, atendiendo a que para estos momentos, era exigible el saldo insoluto, por haberse hecho uso con la demanda de la cláusula aceleratoria pactada, sin que se hubiere acreditado por los demandados, que al momento de su vinculación a aquel juicio, el fenómeno extintivo hubiera afectado la obligación, lo que de suyo es dejado a salvo por ese juzgado al dar cuenta que “la obligación continua vigente”

De manera que, si no fue alegada en ese proceso por los demandados la prescripción, la interrupción acaecida se debe predicar hasta la fecha en que por ministerio de la ley se dio por terminado, e incluso en este particular caso, podría afirmarse que se dio hasta la diligencia de reconstrucción del proceso realizada en diciembre 14 de 2006, por cuanto ante la pérdida del expediente, se hacía imposible desglosar los títulos, sin que, en tales condiciones, pueda darse por sentado, válidamente, que el término prescriptivo continuó corriendo en el interregno transcurrido entre la notificación de los demandados y el auto de terminación, toda vez que, existiendo sentencia, lo pertinente era únicamente hacer efectiva la obligación demandada, que podía lograrse, bien por el pago que los demandados hicieran directamente (art. 537 C.P.C), o mediante el remate de los bienes gravados (art. 555 Ídem). 
Así las cosas, si aquel proceso terminó en el 16 de enero de 2006, y la nueva demanda fue presentada en abril 26 de 2007, siendo notificado el mandamiento de pago (proveído de julio 05 de 2007) a los demandados en noviembre 30 y diciembre 5 de 2007, esto es, dentro del término exigido por el artículo 90 del C. P.C., puede predicarse de manera absoluta que no se había generado el fenómeno prescriptivo de la obligación demandada, lo que hacía infructuosa la excepción que, en tal sentido se planteó, sin que haya lugar a debatir sobre la aplicación reiterada de la cláusula aceleratoria, por no tener ello incidencia alguna en el alcance de la decisión; que por demás, se ciñe exclusivamente a ese devenir temporal de la actuación arriba detallado y que, se reitera, tuvo su culminación, no como una manifestación de la voluntad del acreedor, sino por imposición de ley, lo que impide que se pueda hacer soportar a éste, como consecuencia de tal imperativo legal, la extinción de su derecho, cuando oportunamente acudió a los estrados judiciales para hacerlo valer.”

CONGRUENCIA ENTRE EL DERECHO RECONOCIDO EN LA SENTENCIA Y EL CONTENIDO EN EL TÍTULO EJECUTIVO. AJUSTE OFICIOSO. “El valor que arroja dicha operación, como puede apreciarse, resulta inferior al reclamado en la demanda por tal concepto, lo cual, dada la naturaleza del sistema nominal que son el UPAC y ahora el UVR, que si bien implican, que el monto del capital se incremente día a día en su equivalencia en pesos en razón de las formulas utilizadas para su cálculo, no admite que se pueda presentar tal fenómeno en las unidades de cuenta, lo que impone que la sentencia apelada, sea modificada para ajustar la ejecución, en cuanto al valor que por concepto de capital, deberán cancelar los demandados.” 

FUENTE NORMATIVA:
ARTÍCULO 29 DE LA C.N.

ARTÍCULO 90 DEL C.P.C.

ARTÍCULO 92 DEL C.P.C.

LEY 546 DE 1999
FECHA



: 09/03/2010
PONENTE


: DRA. NANCY ESTHER ANGULO QUIROZ 
DEMANDANTE

: BANCO AV VILLAS 
DEMANDADO


: FERNANDO PINTO HERNÁNDEZ Y 

  GLORÍA ESPERANZA GUALTERO SILVA 
PROCESO
: EJECUTIVO CON TÍTULO HIPOTECARIO
RADICACIÓN 
: 11001310303820070030201
Si desea examinar el texto completo del documento abrir el anexo denominado 11001310303820070030201 

1.2 Sala de familia


1.2.1 DECLARACIONES O RESOLUCIONES CONTRADICTORIAS EN LA SENTENCIA. COMPETENCIA DEL SUPERIOR ES ILIMITADA CUANDO LA SENTENCIA ES APELADA POR CONTENER RESOLUCIONES CONTRADICTORIAS. “si la alzada ataca abiertamente las decisiones del fallo que se consideran contradictorias porque una favorece a la reivindicación demandada (accede a ella) y otra la enerva (porque reconoce la buena fe exenta de culpa que exonera de la restitución del bien), neutralizándose ambas en su ejecución, en ese evento se trata de un ataque directo e inmediato en contra de las dos resoluciones contradictorias y uno consecuencial, o mediato, para que se mantenga o reproduzca la decisión favorable al apelante.
Ahora bien: dicho ataque es autónomo y se funda en el interés jurídico que tienen las partes para obtener una sentencia con resoluciones armónicas y ejecutables y que les ha sido desfavorable con las resoluciones contradictorias y que, por tanto, autoriza a las dos partes para impugnar semejante fallo, dándole así competencia explícita al Tribunal para conocer de aquellas y para resolver si hay o no contradicción y, en caso afirmativo, también se la concede para eliminar la incoherencia y para proceder a dictar la sentencia de remplazo, en forma armónica, bien sea inhibitoria o de mérito y para hacerlo no es necesario que uno de los contendores, o ambos, formulen apelación adicional, ni que impugnen aquella decisión que los afecta particularmente.” 

PRINCIPIO DE CONGRUENCIA. QUIEN PROPUSO COMO EXCEPCIÓN UNICAMENTE LA DE PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA EXTRAORDINARIA DE DOMINIO NO PUEDE ESPERAR DEL JUZGADOR PRONUNCIAMIENTO ACERCA DE PRESCRIPCIÓN ORDINARIA NO ALEGADA: “Por otra parte, la excepción de prescripción ordinaria del dominio no fue alegada en forma explícita, en la contestación de la demanda, de modo que no es posible entrar a considerarla por expresa prohibición legal (art. 306 del C. de P.C.), pues la que se propuso fue la extraordinaria, medio de defensa que fue, en todo caso, al que se convocó a las demandantes a controvertir.”

VENTA DE COSA AJENA. SE ESTRUCTURA POR LA  ENAJENACIÓN DESPUÉS DE INICIADO EL TRÁMITE LIQUIDATORIO Y ANTES DE LA ADJUDICACIÓN AL VENDEDOR DE UN BIEN ADQUIRIDO BAJO LA VIGENCIA DE SOCIEDAD CONYUGAL. “No cabe duda alguna, entonces, acerca de que el bien inmueble al que aluden las diligencias, fue adquirido por el señor CHAPARRO MURCIA en vigencia de la sociedad conyugal habida con su consorte, por el hecho del matrimonio. 

Asimismo, queda claro que para la época en que se otorgó la escritura pública de venta del inmueble a la señora CARMENZA TOBO DE RIVAS, aún no había culminado el sucesorio de la causante el que se adelantó en el Juzgado 25 Civil del Circuito de esta ciudad y en el que se inventarió, como activo de la masa a partir, el inmueble de la calle 9B No. 69B-12 de esta ciudad, proceso en el que, también, intervino el cónyuge sobreviviente.

Así las cosas, al pertenecer el referido inmueble a la sociedad conyugal, su enajenación no fue otra cosa que venta de cosa ajena con todas las consecuencias que ello apareja y de las que dan cuenta las doctrinas jurisprudenciales transcritas anteriormente”. 

FUENTE NORMATIVA

: ARTÍCULO 304 DEL C.P.C.




  ARTÍCULO 306 DEL C.P.C.





  ARTICULO 350 DEL C.P.C.





  ARTÍCULO 357 DEL C.P.C.





  ARTÍCULO 757 DEL C.C.





  ARTÍCULO 1401 DEL C.C.

: ARTÍCULO 1871 DEL C.C.

FECHA



: 31/01/2006
PONENTE


: DR. CARLOS ALEJO BARRERA ARIAS 
DEMANDANTE

: MARÍA DORA ALICIA BARBOSA GÓMEZ Y 

  JULIANA BARBOSA GÓMEZ  
DEMANDADO
: JORGE ENRIQUE CHAPARRO MURCIA Y 

  CARMEN TOBO DE RIVAS   
RADICACIÓN 


: 11001311000120000131001
Si desea examinar el texto completo del documento abrir el anexo denominado 11001311000120000131001.
1.2.2 DESISTIMIENTO TÁCITO. NO TIENE APLICACIÓN EN ACCIONES QUE VERSEN SOBE EL ESTADO CIVIL DADO EL CARÁCTER DE IRRENUNCIABLE, MÁXIME CUANDO EL ACTOR DADA SU CALIDAD DE MENOR DE EDAD ES SUJETO DE ESPECIAL PROTECCIÓN POR PARTE DEL ESTADO. “La ley en una inversión de valores injustificada parece haber consagrado el derecho de los padres a no reconocer a sus hijos, de este modo invierte en contra de los niños lo que para todo ciudadano es la presunción de buena fe (artículo 83 de la C. P); y le impone al hijo menor de edad la obligación de demostrar al adulto mediante una carga procesal bastante onerosa por cierto, que es su padre. Si a esto, ya de por si discriminatorio y contrario a la dignidad de las personas, pues ningún derecho podrá reclamarse mientras no desvirtúe “el derecho” del padre, se suma el que se niegue a partir del decreto de desistimiento tácito, cualquier posibilidad de demandar su estado civil, cuando sus representantes legales, por las razones que fueran, no pueden o no quieren agilizar el proceso, en última instancia se termina por negar la existencia de esos derechos, consagrados como prevalentes en el artículo 44 de la Constitución Nacional. 

Ante la perspectiva de negación a derechos de los niños, será necesario recordar los compromisos del Estado Colombiano ante la comunidad internacional en normas vinculantes como la Convención de los Derechos del Niño, promulgada entre otras razones previo reconocimiento “de que en todos los países del mundo hay niños que viven en condiciones excepcionalmente difíciles y que esos niños necesitan especial consideración”, niños a quienes deberá reconocerse sin discriminación alguna los derechos consagrados en la Convención, entre  ellos el previsto en el artículo 7°, según el cual, “El niño será inscrito desde su nacimiento y tendrá derecho desde que nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad y en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos”. 

Sumemos a lo anterior el derecho del niño al reconocimiento de su personalidad jurídica, el derecho a la dignidad e igualdad, a no ser discriminado, derechos todos fundamentales incorporados en la Declaración Universal de Derechos Humanos, Artículos 1°, 2° y 6°; en la Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José, sin duda alguna a los niños les asiste un derecho indiscutido a recibir protección amplia y trato especial cuando reclaman ante la justicia sus derechos.

Ya en el orden interno, el punto de partida es el artículo 44 constitucional que otorga a los derechos de los niños el carácter de fundamentales por definición, en desarrollo del cual el artículo 25 del Código de Infancia y Adolescencia les reconoce el derecho “a tener una identidad y a conservar los elementos que la constituyen como el nombre, la nacionalidad y filiación conformes a la ley”.

A estos compromisos solemnes y consagración de derechos de los niños, niñas y adolescentes, incumben obligaciones específicas del Estado, en cabeza de todos y cada uno de sus agentes, bajo responsabilidad inexcusable (artículo 11 del C.I.A.), entre otros, los deberes de “asegurar la protección efectiva y restablecimiento de los derechos que han sido vulnerados”; (Art.41 – 4); “Resolver con carácter prevalente los recursos, peticiones o acciones judiciales que presenten” (Art- 41-7 IDem); “Garantizar la inscripción y el trámite del registro de nacimiento mediante un procedimiento eficaz y gratuito.” 

Al aplicar objetivamente el artículo 1º de la ley 1194 de 2008, para decretar el desistimiento tácito en el proceso de investigación de paternidad adelantado en defensa de los derechos de la niña N. CH., aún en el evento de considerar que el proceso pudiera iniciarse en más de dos oportunidades por el carácter imprescriptible del derecho a definir su filiación y con ella su estado civil, se hace cuando menos más gravosa la situación procesal de la niña, por oposición a principios como los de su interés superior y el principio pro infancia, instrumentos jurídicos de interpretación que orientan una solución más cercana al reconocimiento y protección de los derechos sustanciales, fundamentales y prevalentes del niño, que no a su obstrucción o desamparo”. 
FUENTE NORMATIVA 
: DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS,    

: ARTÍCULOS 1°, 2° Y 6°;

: CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS

: CONVENCIÓN DE LOS DERECHOS DEL NIÑO

: ARTÍCULO 44 C.N. 

 



: LEY 1098 DE 2007 ARTÍCULOS 11 Y 25 

: LEY 1194 DE 2008 ARTÍCULO 1° 
FECHA



: 11/12/2009
PONENTE


: DRA. LUCÍA JOSEFINA HERRERA LÓPEZ
DEMANDANTE

: DEFENSORA DE FAMILIA DEL ICBF
DEMANDADO
: J.J.B.T.
RADICACIÓN 


: 11001311001920050100201
Si desea examinar el texto completo del documento abrir el anexo denominado 11001311001920050100201
1.3 Sala Laboral

1.3.1 PATRIMONIO AUTÓNOMO NO ES PERSONA JURÍDICA LO QUE OBLIGA A DEMANDAR A LA FIDUCIARIA COMO REPRESENTANTE
 Y ENCARGADA DE CUMPLIR LOS FINES DETERMINADOS POR EL CONSTITUYENTE PARA ATENDER INTERESES DEL FIDEICOMISARIO. “se concluye que realmente los patrimonios autónomos son un conjunto de dineros o de bienes destinados a fin específico sin que constituyan una persona jurídica en sí, no pueden ser sujetos de derechos y obligaciones, sino objeto de las mismas, por lo tanto, se considera que no pueden comparecer al proceso como demandantes o demandados, por si mismos, por no tipificarse en la norma antes mencionada del CPC, aplicable por integración en el proceso laboral.

FUENTE NORMATIVA:
ARTÍCULO 97 DEL C.P.C.

ARTÍCULO 26 DEL C.P.L.

ARTÍCULO 97 DEL C.P.C

ARTÍCULO 1226 DEL C.CO.

ARTÍCULO 1233 DEL C.CO.

ARTÍCULO 1234 DEL C.CO.

LEY 712 DE 2001

FECHA



: 18/04/2008
PONENTE


: LUIS ALFREDO BARÓN CORREDOR
DEMANDANTE

: CLEMENTE CUARTO ESCALONA CUELLO 
: Y VIVIAN DEL CARMEN PORTILLO HERNÁNDEZ
DEMANDADO
: PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES PAR
RADICACIÓN 


: 11001310500520060045101
Si desea examinar el texto completo del documento abrir el anexo denominado 11001310500520060045101
	2. PROVIDENCIAS DE  CORTE CONSTITUCIONAL


2.1 SENTENCIA C-145/10 PATRIA POTESTAD Y GUARDA. Evento en el que se priva de su ejercicio al padre o la madre de hijos extramatrimoniales.  A la fecha de elaboración de este boletín la providencia no ha sido publicada en la Relatoría de la Honorable Corte Constitucional acorde con la información que en tal sentido ofreció telefónicamente Ruth García empleada de esa dependencia por lo que solo se cuenta con la siguiente información extraída del Comunicado 012 del 10 de marzo de 2010:

2.1.1  Norma demandada: El texto “Cuando se trate de hijos extramatrimoniales, no tiene la patria potestad, ni puede ser nombrado guardador, el padre o la madre declarado tal en juicio contradictorio.”   del inciso 2 del numeral uno del artículo 62 del Código Civil.  
2.1.2. Problemas jurídicos: (i) si negarle el ejercicio de la patria potestad y la posibilidad de ser guardador al padre o a la madre que no reconoce al hijo extramatrimonial voluntariamente y que es declarado tal en juicio contradictorio,  viola los derechos a la participación y al debido proceso de aquellos,  y el principio del interés superior del menor, por tratarse de una medida irrazonable y desproporcionada. De ajustarse esta regla a la Constitución, (ii) si resulta contrario al principio de igualdad material, que la medida acusada se aplique únicamente al padre de hijo extramatrimonial declarado como tal en juicio contradictorio y no al padre que impugna la paternidad y cuyas pretensiones son desestimadas en juicio. 
2.1.3 Decisión: “Primero.- Declarar INEXEQUIBLE la expresión “Cuando se trate de hijos extramatrimoniales” contenida en el inciso segundo del numeral 1º del artículo 62 del Código Civil. 
Segundo.- Declarar EXEQUIBLE, por los cargos propuestos y analizados, la expresión “no tiene la patria potestad, ni puede ser nombrado guardador, el padre o la madre declarado tal en juicio contradictorio”, contenida en el inciso segundo del numeral 1º del artículo 62 del Código Civil, siempre que se entienda que, en los procesos de investigación de la paternidad o maternidad y de impugnación de la paternidad o maternidad, le corresponde al juez del proceso, en cada caso concreto, determinar a la luz del principio de interés superior del menor y de las circunstancias específicas en que se encuentre los padres, si  resulta benéfico o no para el hijo que se prive de la patria potestad y del ejercicio de la guarda, al padre o madre que es declarado tal en juicio contradictorio, aplicando para el efecto el procedimiento previsto en el parágrafo 3º del artículo 8º de la Ley 721 de 2001. “
2.1.4 Fundamentos de la decisión: “La Corte consideró que la medida acusada se inscribe en el ámbito de competencia reconocida al legislador, de adoptar las medidas pertinentes y necesarias para proteger al niño y asegurar el ejercicio pleno de sus derechos (art. 44 C.P.). En este contexto, lo que persigue la norma es proteger al hijo, tanto en la persona como en sus bienes, en el  sentido de impedir que quien ha sido renuente en reconocer su condición de padre o madre y sólo mediante decisión judicial detenta tal calidad, pueda asumir la responsabilidad de representarlo en el manejo de sus intereses personales y patrimoniales, finalidad que resulta  legítima desde el punto de vista constitucional. Además, resaltó que la privación de la patria potestad al padre o madre que no reconoció voluntariamente la paternidad, no conlleva un rompimiento de la relación filial, ni tampoco implica abandono, toda vez que por expresa disposición legal, los padres mantienen esa condición y se encuentran obligados al cumplimiento de los deberes paterno filiales en los mismos términos de quienes mantienen el ejercicio de la patria potestad.   Por tanto, es una medida proporcional a la conducta asumida por los padres frente a sus responsabilidades civiles y responde a un fin constitucionalmente legítimo. 
No obstante, para la Corte, aplicar objetivamente la privación de la patria potestad y de la guarda sin que el juez tenga en cuenta las circunstancias del caso concreto, resultaría lesivo no sólo del interés del menor sino del debido proceso del padre o madre que ha sido declarado como tal en un  juicio contradictorio. Como ya lo ha señalado la jurisprudencia, frente a situaciones tendientes a restringir derechos, la valoración judicial debe ser siempre de alcance subjetivo, de manera que en cada caso concreto, el juez se pronuncie a la luz de los hechos y situaciones que son materia de controversia, como garantía del debido proceso y de los derechos fundamentales de los niños y niñas. El hecho de que el padre o madre se haya opuesto al reconocimiento voluntario de la paternidad,  de suyo no puede implicar una censura para el ejercicio de la patria potestad, ya que en determinadas circunstancias la oposición pudo estar justificada y no implica necesariamente que el padre o madre no  esté en condiciones de cumplir en debida forma con los deberes y responsabilidades que implica el ejercicio de la patria potestad y a la vez, preservar el interés superior del menor. En consecuencia, a pesar de que la regla contemplada en la disposición acusada se ajusta a la Constitución, en cuanto no afecta los principios, valores y derechos consagrados en la Carta, ante la posibilidad de que se aplique de manera objetiva, sin tener en cuenta las circunstancias específicas de  cada caso, se condicionó su exequibilidad a que se entienda que el juez del proceso, determine a la luz del interés superior del menor y de las circunstancias específicas del padre o madre, si resulta benéfico para el hijo que se le prive de la patria potestad como se prescribe en el inciso segundo del numeral 1º del artículo 62 del Código Civil. 
Por otra parte, la Corte determinó que restringir la privación de la patria potestad en el supuesto regulado en el numeral 1º del artículo 62 del Código Civil, al padre o madre de hijo extramatrimoniales, viola el principio de igualdad material, como quiera que la Constitución (art. 42) consagra la igualdad entre los hijos legítimos, extramatrimoniales y adoptivos, en los relativo a sus derechos y obligaciones, principio que ha conducido a la inexequibilidad de numerosas disposiciones que discriminaban a los hijos habidos fuera del matrimonio. Por tanto, no existe razón constitucionalmente válida para permitir que el marido que impugna la paternidad presunta de su hijo y en el juicio se desestima su pretensión, mantenga el ejercicio de la patria potestad, a pesar de que se encuentra en la misma hipótesis de negativa de negar su condición de padre. Se presenta entonces, una discriminación de trato, pues frente a una misma finalidad, cual es la protección del menor con respecto al padre que lo rechaza, la norma prevé consecuencias distintas. Por consiguiente, la expresión “Cuando se trate de hijos extramatrimoniales” contenida en el inciso segundo del numeral 1º del artículo 62 del Código Civil fue declarada inexequible por ser contraria a los artículos 13 y 42 de la Constitución Política; con lo cual, la privación de la patria potestad y de la guarda se entiende que se aplica tanto a los procesos de investigación de la paternidad o maternidad como a los procesos de la impugnación de la paternidad o maternidad. “  
FUENTES NORMATIVAS
: ARTÍCULO 13 C.N.



  

: ARTÍCULO 42 C.N.
: ARTÍCULO 62 DEL C.C. NUMERAL 1 INCISO SEGUNDO

FECHA



: 00/00/2010
PONENTE


: DR. GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO
DEMANDANTE

: FRANCISCO EDILBERTO MORA QUIÑÓNEZ Y 
  DIEGO ANDRÉS LESMES LEGUIZAMÓN
EXPEDIENTE


: D-7833 
Si desea examinar el contenido del Comunicado 12 de 2010 se remite para el efecto como documento adjunto.
2.2.  SENTENCIA T-160-10. PROTECCIÓN DEL DERECHO FUNDAMENTAL DE LIBERTAD DE EJERCER PROFESIÓN U OFICIO Y DERECHO A MÍNIMO VITAL MEDIANTE ACCIÓN DE TUTELA.
2.2.1 Problema jurídico. Determinar si procede la acción de tutela de manera excepcional para resolver aspectos relacionados con el incumplimiento de contratos cuando alguna de las partes intervinientes constriñe de manera ilegal la voluntad del otro valiéndose de clausulas de exclusividad prorrogables unilateralmente al antojo de la parte dominante en la relación.  

2.2.2 Decisión: “CONCEDER el amparo de los derechos fundamentales al mínimo vital y a la escogencia de profesión u oficio de la Sra. Alejandra Castillo Múnera”

2.2.3 Fundamentos de la decisión: “esta Sala considera que la prórroga del contrato fue empleada como un instrumento dirigido a constreñir la voluntad de la modelo y a obligarla a negociar con la Agencia, situación que revela una vez más el estado de indefensión en el cual una de las partes contratantes se encuentra frente a al (sic) otra. Precisamente para solucionar estas divergencias se pacto la cláusula compromisoria de la cual puede igualmente hacer uso BOOKING PRODUCCIONES LTDA para dirimir las controversias existentes con la Sra. Castillo Múnera.
Se concluye por lo tanto que del contenido de ciertas estipulaciones contractuales, al igual que de las circunstancias que tuvieron lugar durante la ejecución del contrato celebrado entre Alejandra Castillo Múnera y BBBOKING (sic) PRODUCCIONES LTDA. y (sic)  sobre todo de la decisión de a  (sic) Agencia de prorrogar unilateralmente la vigencia del mismo resulta una clara vulneración de los derechos fundamentales de la Sra. Alejandra Castillo Múnera al mínimo vital y al ejercicio de una profesión u oficio.” 

FUENTES NORMATIVAS
: ARTÍCULO 5° C.N.




: ARTÍCULO 13 C.N.





: ARTÍCULO 25 C.N.
: ARTÍCULO 26 C.N.

  

: ARTÍCULO 42 C.N.

: ARTÍCULO 62 DEL C.C. NUMERAL 1 INCISO SEGUNDO

FECHA



: 08/03/2010

Demandante


: ALEJANDRA CASTILLO MÚNERA
DEMANDADA


: BOOKING PRODUCCIONES LTDA.
PONENTE


: DR. HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO.
	3. PROVIDENCIAS DE  CORTE SUPREMA DE JUSTICIA


3.1 Sala Civil 
3.1.1 OMISIÓN DE LICENCIA JUDICIAL EN LA ENAJENACIÓN DE BIENES DEL PUPILO NO AFECTA LA VALIDEZ DEL NEGOCIO SI SE REALIZÓ POR LA GUARDADORA QUE LO REPRESENTA PARA EFECTO DE CUMPLIR COMO HEREDERO OBLIGACIÓN QUE EN ESE SENTIDO ASUMIÓ SU CAUSANTE.  “Sobre el particular, se tiene que el citado artículo 484, en su inciso 2º,  prescribe que  “(…)  No obstante la disposición del artículo 483, si hubiere precedido decreto de ejecución y embargo sobre bienes raíces del pupilo, no será nuevo decreto para su enajenación”, mandato que obedece a que la acción del acreedor no puede quedar supeditada al requisito previo de la autorización judicial del embargo y de la enajenación consiguiente, por la potísima razón que  comportaría entrabar el ejercicio legítimo del derecho que le asiste de perseguir el cumplimiento de la obligación de su deudor sobre sus bienes, excepto respecto de los que legalmente son inembargables.
Lo cierto es que el ordenamiento jurídico, ante el incumplimiento del deudor, le concede al acreedor, a quien protege, la acción ejecutiva para hacer efectivo su crédito sobre el patrimonio embargable de aquel, mediante la venta forzada de sus bienes; por tanto, exigir licencia judicial para tal efecto entorpecería en grado sumo el ejercicio de ese derecho legal.

(………………….)

1.4  Traídas las reflexiones precedentes al caso en litigio, la Sala encuentra que la conciliación objeto de la resolución demandada fue ajustada en la ejecución adelantada por Gabriel Pérez Triviño contra el menor Cristian Felipe Cortés Lozada, en su condición de heredero de William Baldomero Cortés Rivera, a efecto de que procediera a suscribir la escritura pública prometida por dicho causante.

Bien puede observarse, que la intención de las partes no fue la de mutar totalmente la relación contractual ajustada por el causante y de la cual se derivaba  “la obligación de hacer”  ejecutada, sino, simplemente, la de modificar y restablecer algunos plazos en ella acordados, acomodándolos a las circunstancias.  

Lo conciliado, ciertamente, fue el señalamiento de una nueva fecha para celebrar el contrato de venta prometido y cancelar el saldo del precio del inmueble materia del mismo, obligaciones cuyo cumplimiento había sido frustrado por la muerte del promitente vendedor  (deudor de la prestación ejecutada); de suerte, pues, que el compromiso que adquirió el menor, por conducto de su guardadora, fue el de cumplir el negocio jurídico ajustado por su padre, cuestión perseguida con la acción ejecutiva ejercida por el promitente comprador.

Dentro de ese contexto, la enajenación del inmueble realizada por la guardadora no tuvo origen en su propia iniciativa, sino que obedeció al cumplimiento de una deuda hereditaria del pupilo, reclamada por el acreedor en ejercicio de la acción ejecutiva, la cual, como quedó expuesto, no estaba supeditada a la obtención previa de la autorización judicial, ni a la venta en pública subasta del aludido bien.“ 

FUENTES NORMATIVAS
: ARTÍCULO 62 DEL C.C.
: ARTÍCULO 483 DEL C.C.
: ARTÍCULO 484 DEL C.C.
: ARTÍCULO 1625 DEL C.C.
FECHA



: 08/01/2010
PONENTE


: DR. PEDRO OCTAVIO MUNAR CADENA 
DECISIÓN


: NO CASA
DEMANDANTE

: CRISTIAN FELIPE CORTÉS LOZADA
DEMANDADO


: GABRIEL PÉREZ TRIVIÑO
PROCESO


: 11001310300820010104001
Si desea examinar el texto completo del documento abrir el anexo denominado 11001310300820010104001
3.2 Sala Laboral
3.2.1 PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES. CORRESPONDE SU PAGO AL FONDO PRIVADO DE PENSIONES A QUE SE HALLA AFILIADO EL TRABAJADOR AUN CUANDO SE PRESENTE MORA PATRONAL EN EL PAGO DE LAS COTIZACIONES. “en el caso del trabajador dependiente afiliado al Sistema, en los términos del artículo 15 de la Ley 100 de 1993, la condición de cotizante está dada fundamentalmente por la vigencia de la relación laboral, y por virtud de la prestación efectiva del servicio y por el tiempo en que esto ocurra, se causan cotizaciones, y se adquiere la categoría de cotizante, aún se presente mora patronal en el pago de las mismas.

Siendo así las cosas, el derecho de los beneficiarios a la pensión de sobrevivientes, teniendo en cuenta la fecha del fallecimiento, debió ser dirimido a la luz del literal a) del artículo 46 de la Ley 100 de 1993 antes de la reforma de la Ley 797 de 2003, que exigía para el afiliado fallecido cotizante al Sistema que “hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) semanas al momento de la muerte”, esto es, en cualquier tiempo.”
FUENTES NORMATIVAS
: LEY 100 DE 1993, ARTÍCULO 15




: LEY 797 DE 2003 




: DECRETO 2665 DE 1988, ARTÍCULO 12
FECHA



: 02/02/2010
PONENTE


: DR. EDUARDO LOPEZ VILLEGAS
DECISIÓN


: CASA 
DEMANDANTE

: CAROLINA BEATRIZ MESTRA TAPIAS

  KAREN y CESAR JULIO ORTIZ MESTRA
DEMANDADO


: BBVA HORIZONTE PENSIONES Y CESANTÍAS S. A., 

  INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES y 

  HEREDEROS INDETERMINADOS DE JOSÉ LUIS MARTÍNEZ

  GARCÍA.
PROCESO


: Radicación N° 35012-10PDF
Si desea examinar el texto completo del documento abrir el anexo denominado 35012-10PDF
	4. LEGISLACIÓN NACIENTE


LEY 1383 DE MARZO 16 DE 2010, PUBLICADA EN  DIARIO OFICIAL 47.653 

OBJETO: Reformar la Ley 769 de 2002 - Código Nacional de Tránsito, y dictar otras disposiciones relacionadas con el cobro de comparendos, otorgando funciones jurisdiccionales a las autoridades de tránsito de la jurisdicción donde se cometa hecho constitutivo de contravención de transito para ejecutar las sanciones que se impongan 
 
VIGENCIA: Entró en vigencia a partir de su promulgación, deroga tácitamente toda disposición que le resulte contraria. 
Si desea examinar el texto completo del documento abrir el anexo denominado: Ley 1383 de 2010 

DIEGO ROBERTO MONTOYA MILLAN
        ALIRIO CORREAL BELTRÁN

 
 Presidente
del Tribunal 


       Relator del Tribunal 
	                                                                                                                                                                                                       


BOLETIN DE SALA PENAL

1.- PROVIDENCIAS DE ESTA CORPORACIÓN

1.1.  M. P. AGUDELO PARRA JAIRO JOSÉ- Rad. 110016000019200702654 04 (16-12-09) OBLIGACIÓN DE INDEMNIZAR PERJUICIOS DERIVADOS DE LA CONDUCTA PUNIBLE – Responsabilidad directa de plantel educativo por delito sexual cometido por uno de sus empleados con ocasión de sus funciones – RESPONSABILIDAD DIRECTA Y RESPONSABILIDAD INDIRECTA – Diferencias e implicaciones

“Y, frente a la responsabilidad de la Caja de Compensación Familiar “CAFAM”, ha de recordarse que el Código Penal contempla la obligación de indemnizar los perjuicios ocasionados con la comisión de una conducta punible, para el declarado penalmente responsable, en forma solidaria con los que “conforme a la ley sustancial, están obligados a responder”. 

“Esta diferenciación indica que no sólo los autores o partícipes del delito son los llamados a indemnizar los perjuicios que de él se derivan, sino que por virtud de su relación con estos últimos, terceros ajenos a la comisión del ilícito penal pueden también convertirse en deudores de tal obligación.

“Para poder establecer quiénes, sin ver comprometida su responsabilidad penal, se encuentran civilmente obligados a reparar los perjuicios ocasionados con un delito, es necesario remitirse al Régimen de Responsabilidad Común por los Delitos y las Culpas, contenido en el Título XXXIV del Libro Cuarto del Código Civil. De esta normativa surge para toda persona la obligación legal de indemnizar: i) a título directo, los perjuicios ocasionados por sus propios actos o hechos –Código Civil, artículo 2341- y (ii) a título indirecto, aquéllos causados por las personas que estuvieren bajo su cuidado –artículos 2347 y siguientes-, entre otras situaciones que no son pertinentes para el caso en cuestión.

“Obsérvese, además, que la distinción entre la responsabilidad directa por el hecho propio y la indirecta por el hecho ajeno no sólo obedece a una nomenclatura dogmática, sino que también conlleva ciertas implicaciones en cuanto a la prueba y sus formas de exoneración. 

“Así, mientras en la directa corresponde al demandante acreditar los tres elementos constitutivos de responsabilidad civil –daño, culpa y nexo causal-, y el demandado sólo se exonera demostrando causa extraña –fuerza mayor, caso fortuito, hecho de un tercero o culpa de la víctima-, en la indirecta, el demandante sólo debe comprobar el daño y el nexo causal con el demandado, pues se presume la culpa de éste en la selección y vigilancia del agente bajo su cuidado –culpa in eligendo y culpa in vigilando-; dentro de este último esquema, el demandado puede exonerarse, bien sea desvirtuando la presunción de culpa –demostrando su diligencia en la selección y vigilancia del agente que ocasionó el perjuicio, de manera tal que resultaba imposible prever el comportamiento dañino-, ó, al igual que en la responsabilidad directa, demostrando la presencia de una causa extraña.

“Desde esta perspectiva, y como quiera que las personas jurídicas son sujetos de derechos y obligaciones, pero interactúan a través de personas naturales que fungen como agentes suyos, surge ahora el interrogante acerca de a título de qué responsabilidad, directa o indirecta, deben responder aquéllas por los perjuicios ocasionados por estos.

“La procedencia y los términos de la responsabilidad civil extracontractual de las personas jurídicas por los perjuicios cometidos por sus agentes, son asuntos que históricamente han sido trazados por vía jurisprudencial a partir de la manera en que los altos Tribunales han interpretado las normas civiles ya referidas. Así, sólo a partir de 1898, la H. Corte Suprema de Justicia empezó a condenar civilmente a las personas jurídicas por los perjuicios ocasionados por sus empleados, aplicando para ello la vía de la responsabilidad indirecta por el hecho ajeno. Décadas después, en 1939, la Corte acogió la teoría organicista, de origen francés, en virtud de la cual las personas jurídicas estaban llamadas a responder de manera directa por los perjuicios ocasionados a terceros por sus órganos de dirección en ejercicio o con ocasión de sus funciones, bajo el entendido de que en estos casos, su culpa equivalía a la culpa del ente moral –y aclárese desde ahora que el elemento ‘culpa’ de la responsabilidad civil abarca tanto las faltas dolosas como las culposas-. Luego, mediante sentencia del 30 de junio de 1962 la Corte extendió el régimen de responsabilidad directa de las personas jurídicas a la culpa de sus órganos de ejecución.

 “A la luz de esta doctrina, predominante desde ese entonces, debe colegirse que cuando un individuo despliega un comportamiento en ejercicio o con ocasión de unas funciones que le fueron atribuidas por una persona jurídica, actúa como agente de ésta, y al ostentar tal calidad, compromete de manera directa la responsabilidad del ente moral frente a terceros, por sus faltas dolosas o culposas.

 “Esta consideración se extiende también para los casos en los que la responsabilidad civil surge de la comisión de una conducta punible por parte del agente, se reitera, en ejercicio o con ocasión de sus funciones. Aquí, lo que hace a la persona jurídica solidariamente responsable frente a terceros por los perjuicios derivados del delito no depende de que el agente haya actuado acorde o no con los mandatos de aquélla –desde esta perspectiva, nunca habría responsabilidad directa del ente moral, pues es obvio que las funciones de sus empleados jamás contemplarán conductas culposas o dolosas-, sino de la circunstancia de que el autor o partícipe del delito hubiese tomado provecho de las funciones inherentes a su cargo para desplegar su comportamiento criminal.

(…)

“De lo expuesto se desprende con claridad que las personas jurídicas son responsables a título directo, y en solidaridad con sus empleados por los perjuicios derivados de conductas punibles dolosas o culposas cometidas por estos, en ejercicio o con ocasión de sus funciones…

“Ahora bien, con el fin de no sobrepasar los límites fijados por la jurisprudencia sobre la materia, aquí se ha hecho especial énfasis en el condicionamiento ineludible que ésta ha establecido para la procedencia de la responsabilidad civil directa de las personas jurídicas por los perjuicios derivados de las conductas punibles cometidas por sus empleados: que el delito se haya realizado en ejercicio ó con ocasión de sus funciones como agentes de la misma.

“La conjunción disyuntiva “ó” de suyo implica que las expresiones que la colindan tienen significados distintos, de manera tal que no es lo mismo que un empleado cometa un delito en ejercicio de sus funciones, a que lo haga con ocasión de las mismas. En la primera hipótesis, la consumación del punible es producto directo de la realización de la labor,  mientras que en la segunda, si bien la conducta criminal no es consecuencia inmediata de la función encomendada al agente, sí hay un nexo entre una y otra, cuando, por ejemplo, ésta propicia la comisión de aquélla, al punto que de no haberse hallado el empleado desempeñando sus funciones no se habría presentado la oportunidad para la materialización del delito…

 “En el asunto que ocupa la atención de la Sala, el régimen aplicable a la Caja de Compensación Familiar “CAFAM” es el de responsabilidad directa –Código Civil, artículo 2341-, en atención a que el delito cometido por Ricardo González, lo fue con ocasión de sus funciones como auxiliar de aula del Jardín “La Esperanza”, administrado por aquella institución. Por consiguiente, no puede exonerársele a dicha persona jurídica por el sólo hecho de que pueda demostrar la ausencia de culpa in vigilando e in eligendo.

“Con respecto a los motivos que llevan a esta Sala a concluir que el punible fue consumado por González con ocasión de sus funciones dentro del jardín aludido, se tiene que él perpetró el delito de acceso carnal abusivo con menor de 14 años en su lugar de trabajo, valiéndose para ello de su condición de auxiliar de aula, gracias a lo cual tuvo la oportunidad de acercarse a la menor víctima para agredirla sexualmente...

“Así las cosas, si bien el acto delictivo cometido por el acusado no se puede considerar como el ejercicio directo de su función como auxiliar de aula, lo cierto es que éste solo pudo haberse cometido con ocasión de ese rol, pues únicamente por virtud del mismo fue que se presentó la oportunidad para su perpetración: ¿De qué otra manera habría podido el agente realizar dicha conducta?

“En ese orden de ideas, forzoso es concluir que la Caja de Compensación Familiar “CAFAM”, como consecuencia de su relación laboral con el procesado, también está llamada a responder civilmente por los perjuicios que éste causó a la menor L…N…G…V… y a sus padres.”

Relatoría/consulta/2009Acusatorio/Sentencias

1.2.  M. P. AGUDELO PARRA JAIRO JOSÉ- Rad. 110016102465200800676 01 (05-02-10) TESTIMONIO DEL ACUSADO – No es necesario que sea propuesto en la audiencia preparatoria - Puede ofrecerse dentro de la práctica probatoria del juicio oral – DERECHO A GUARDAR SILENCIO – Alcance

3.2 “De cara a la sustentación oral del recurso, el problema jurídico a desatar por parte de la Sala se contrae a determinar si con la decisión del Juez de primer grado en el sentido de no acceder a que el acusado declarara en su propio juicio,  vulneró su derecho de defensa y debido proceso. 

(…)

El derecho de guardar silencio es una garantía fundamental de los ciudadanos que está protegida no solamente por la Constitución, sino, además, hace parte integrante del derecho y la garantía de defensa. De esta manera el literal c) del artículo 8° del Código de Procedimiento Penal establece: “En desarrollo de la actuación, una vez adquirida la condición de imputado, este tendrá derecho, en plena igualdad respecto del órgano de persecución penal, en lo que aplica a que: (…) c) No se utilice el silencio en su contra”.

En el mismo sentido se ha pronunciado la Corte Constitucional al establecer que: 

“El derecho de defensa, núcleo esencial del debido proceso, se encuentra conformado por el derecho a ser oído, con el pleno de sus garantías constitucionales, y el derecho a guardar silencio, es decir, su derecho a callar, así como a dar su propia versión sobre los hechos en ejercicio pleno de su derecho de defensa. Ello se traduce a su vez, en la garantía que tiene toda persona a no autoincriminarse, ni a incriminar a su cónyuge o sus parientes más cercanos.” 

Luego, como queda visto, la persona  vinculada a un proceso penal goza de la  potestad de renunciar a su derecho de guardar silencio y ser oída. Es así como el artículo 131 del Código Procesal Penal la prevé y regula. El artículo 394 ibídem va más allá y permite que el acusado declare en su propio juicio: “Si el acusado y el coacusado ofrecieren declarar en su propio juicio comparecerán como testigos y bajo la gravedad del juramento serán interrogados, de acuerdo con las reglas previstas en este Código.”

Así las cosas, no se puede perder de vista que el derecho que asiste al acusado de guardar silencio bien puede ser resignado en cualquier etapa del proceso, hasta el agotamiento del ciclo probatorio propio del juicio oral.  La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, sobre el tema ha expuesto: “Ahora, como queda claro que el acusado puede renunciar en cualquier momento a su derecho de guardar silencio –desde luego, si se trata de presentarse en calidad  de testigo, ello tiene como límite la fase probatoria de la audiencia de juicio oral, en virtud del principio preclusivo de los actos procesales” (Subraya y destaca la Sala)

De suerte que si, tal como consta en los registros, el Juez de primera instancia resolvió desfavorablemente el ofrecimiento del acusado de declarar en su propio juicio, bajo el equívoco argumento que este testimonio no fue propuesto en la audiencia preparatoria, está desconociendo flagrantemente la precitada prerrogativa que cobija a los acusados para renunciar a su derecho de guardar silencio en cualquier momento. 

Nótese que esta petición se efectuó durante el desarrollo del juicio oral, en el instante de conceder el uso de la palabra al defensor, concluida la práctica de pruebas de la Fiscalía, de donde se desprende su oportunidad; por lo tanto, la negación del juez de primer grado emerge conculcadora de los derechos de defensa y debido proceso de JEFFERSON CAVIEDES CARDONA, en los términos del artículo 457 de la Ley 906 de 2004, como que ni siquiera se verificó que se tratara ‘de una decisión libre, consciente, voluntaria, debidamente informada, asesorada por la defensa, razón jurídico probatoria suficiente para decretar la nulidad parcial de lo actuado a partir del momento en que finaliza la práctica de pruebas de la Fiscalía dentro del juicio oral, debiendo procederse en consecuencia.”
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1.3.  M. P. AGUDELO PARRA JAIRO JOSÉ- Rad. 110016000012200503410 03 (26-02-10) PECULADO CULPOSO – No se configura respecto al secuestre que deja bienes embargados al actual poseedor, a título de depósito gratuito, cuando éste último desaparece con dichos bienes – Principio de confianza respecto a prácticas judiciales habituales.

“Se tiene que, luego de efectuada diligencia de embargo y secuestro dentro de un proceso civil, la acusada CLAUDIA DEL PILAR ROMÁN ESCOBAR, actuando en calidad de secuestre, dejó a título de depósito gratuito, por el término de un mes, los bienes objeto del mencionado embargo a la demandada AMPARO QUINTERO QUIÑÓNEZ, no sin antes efectuarse las advertencias de ley por parte del Inspector de Policía comisionado, como consta en el acta de 06 de mayo de 2005, estipulada por las partes. Posteriormente, la señora QUINTERO desapareció del lugar llevando consigo los bienes que le habían sido confiados.  

“El suceso es reprochado por el recurrente de cara a la secuestre, afirmando que se evidenció “una falta de diligencia y una manifiesta culpa” causantes de la pérdida de los indicados bienes muebles, sin precisar, empero, en qué consiste y cómo se demostró en juicio oral la que denomina manifiesta culpa.

(…)

“De este modo, por ser motivo de inconformidad, es preciso establecer si la actuación endilgada a la acusada desconoció el deber objetivo de cuidado de que trata el artículo 23 del Código Penal.

 “Sea lo primero registrar que dejar en depósito provisional los bienes objeto del embargo en cabeza del demandado, cuando se trata sobre todo de pertenencias de uso doméstico, constituye una práctica común en este tipo de diligencias, como lo expresara el Dr. CARLOS ALIRIO ARIAS PÁEZ, en testimonio rendido en juicio oral, quien para la época de los hechos se desempeñaba como Inspector de Policía diecinueve “E” y fue comisionado para llevar a cabo el embargo y secuestro ya mencionados.”

(…)

Se desprende de lo anterior que la conducta desplegada por la acusada no es, ciertamente, extraña; por el contrario, se identifica con una práctica usual, marcada por la buena fe tanto de quien en su condición de secuestre admite el depósito gratuito provisional y quien recibe los muebles en esa calidad. Si este último, en un acto reprochable, rompe con ese principio y abusando de la confianza puesta por el secuestre, se alza con los bienes, mal podría afirmarse, caso subexamine, que la señora ROMÁN ESCOBAR, haya actuado en forma negligente o contrariando alguna disposición legal, máxime cuando el artículo 682 numeral 4º inciso 2 del Código de Procedimiento Civil la faculta para ello. 

Desde esa óptica no se vislumbra el actuar de la procesada violatorio del deber objetivo de cuidado, tampoco convergen características de un comportamiento descuidado y poco diligente; no debe perderse de vista que aquella se apoyó en el Inspector de Policía comisionado para esta diligencia con el fin de hacer las advertencias de ley a la demandada, según las cuales no podía enajenar, deteriorar ni trasladar los bienes sin previo aviso por escrito al Juzgado o a la propia secuestre. Pretender, como lo hace el recurrente, que la acusada necesariamente tuviera que presumir la mala fe de la señora AMPARO QUINTERO QUIÑÓNEZ, entra en abierta contradicción con los postulados de nuestra Carta Política y en especial con lo normado en su artículo 83, como quedó visto, amen que ningún elemento material probatorio o evidencia física la compromete culposamente, -a la acusada ROMAN ESCOBAR-.   

Por ello, apropiadamente, en contraposición a lo expresado por el impugnante, se pronunció el Juez de primera instancia, tras considerar que la acusada actuó conforme al principio de confianza. Sobre este punto la Corte Suprema de Justicia indicó:   

 “El principio de confianza que surge como consecuencia de la anterior normatividad, y consiste en que quien se comporta en el tráfico de acuerdo con las normas puede y debe confiar en que todos los participantes en el mismo tráfico también lo hagan, a no ser que de manera fundada se pueda suponer lo contrario.

 “Apotegma que se extiende a los ámbitos del trabajo en donde opera la división de funciones, y a las esferas de la vida cotidiana, en las que el actuar de los sujetos depende del comportamiento asumido por los demás”

CLAUDIA DEL PILAR ROMÁN ESCOBAR, procedió, entonces, amparada en normas del Procedimiento Civil, y tal como lo indicaran las reglas de la experiencia en diligencias de este tipo, corroboradas en Juicio Oral por el Inspector de Policía, confió en que la demandada designada como depositaria de los bienes muebles actuaría, de igual manera, conforme a las advertencias legales que le fueran realizadas, vale decir, la prohibición de enajenar los muebles y de cambiarlos de lugar sin el previo aviso al secuestre o al Juez del proceso.   

(…)

En conclusión, se evidencia que la acusada procedió de conformidad con las normas sobre la materia y de acuerdo con una práctica habitual en diligencias de embargo y secuestro de bienes muebles, aspecto que permite a la Sala inferir la ausencia de los elementos estructurales del punible Peculado culposo por el que fuera acusada. En consecuencia se confirmará el fallo recurrido. 
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2. PROVIDENCIAS DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

2.1.  27941(14-12-09) SALA DE CASACIÓN PENAL – ÚNICA INSTANCIA    COAUTORÍA – Por cadena de mando – Aparatos organizados de poder – Responsabilidad penal de políticos vinculados con grupos paramilitares respecto a conductas atribuidas a comandantes o jefes de bloque.

“No cabe duda que quienes fungían como voceros políticos legalmente reconocidos, que inclusive escalaron posición dirigente, realmente hacían parte de la cúpula de los grupos paramilitares y en tal condición integraban el directorio de mando que diseñaba, planificaba, proyectaba, forjaba e impulsaba las acciones que debía desarrollar la empresa criminal en aras de consolidar su avance y obtener más réditos dentro del plan diseñado.

“El político en su condición de miembro de la organización criminal impulsaba no sólo a obtener la permanencia del irregular grupo sino que pretendía ejercer en espacios o crear los mismos en procura de resultar funcionales a la empresa delictiva, en pro de la estrategia del crimen constituyéndose en un paso más en el proceso de la toma mafiosa de todos los poderes e instancias de decisión del Estado.

“En ese entorno se puede afirmar que en la estructura de los grupos paramilitares se ha constatado que se dan los siguientes elementos: 

1). Existencia de una organización integrada por una pluralidad de personas sustituibles antes o durante el evento criminal las cuales mantienen una relación jerárquica con sus superiores. Aquellas personas pueden o no tener cierta predisposición a la comisión de delitos; 

2). Control (dominio) de la organización por parte del hombre de atrás y a través de ella de sus integrantes sustituibles. Dicho control puede manifestarse bajo distintas modalidades: a través de la creación de la organización, el no control del mismo pudiendo hacerlo dada su posición o a través del impulso sostenido de la misma con medidas dirigidas a autorizar sus actuaciones ilícitas. En todos estos supuestos se evidencia, por parte del hombre de atrás, un dominio del riesgo (que es el aparato de poder) de producción de actos ilícitos; y,

3). Conocimiento de la organización o aparato de poder y decisión de que sus miembros ejecuten o continúen ejecutando hechos ilícitos penales .

“Así las cosas, y de acuerdo con la opinión de la Sala , el aforado hacía parte de una estructura criminal integrada por un número plural de personas articuladas de manera jerárquica y subordinada a una organización criminal, quienes mediante división de tareas y concurrencia de aportes (los cuales pueden consistir en órdenes en secuencia y descendentes) realizan conductas punibles, fenómeno que es factible comprenderlo a través de la metáfora de la cadena .

(…)

“Ello permite avizorar que quien así participó, inclusive valiéndose de su función, también debe responder penalmente por el conjunto de crímenes que se le atribuyen a los comandantes o jefes de los bloques, frentes o unidades que hacían parte de la asociación criminal.”

2.2.  32501(11-11-09) M. P. YESID RAMIREZ BASTIDAS   UTILIZACIÓN IDEBIDA DE INFORMACIÓN OFICIAL PRIVILIGIADA – Tipicidad –  No es un tipo penal en blanco

“(i).- El comportamiento punible descrito en el artículo 420 de la ley 599 de 2000, esto es, el que responde a su nombre específico como “utilización indebida de información oficial privilegiada” no es un tipo penal en blanco y para su adecuación típica no se requiere acudir a otros ordenamientos en los que se establezca cuáles datos tienen ese carácter a que se refiere su nomenclatura singular.

“ (ii).- Por el contrario, la descripción positiva dado del mismo como reserva de estricta legalidad, se corresponde con la norma rectora de que trata el artículo 10º de la ley 599 de 2000, en el que se regula que “la ley penal definirá de manera inequívoca, expresa y clara las características básicas estructurales del tipo penal”. 

“ (iii).- Lo anterior se advierte cuando el tipo de referencia hace concreción de la información oficial privilegiada y determina que aquella es la que los sujetos activos cualificados (servidor público en su calidad de empleado o directivo o miembro de una junta u órgano de administración de cualquier entidad pública) hagan uso indebido de información que hayan conocido por razón o con ocasión de sus funciones y que no sea objeto de conocimiento público, con el fin de obtener provecho para sí o para un tercero y el destinatario de éste sea una persona natural o jurídica.

“ (iv).- En esa medida, se observa que el artículo 420 ejusdem no comporta para nada elementos normativos remisores, ni se hace necesario acudir a otros ordenamientos positivos en los en vía de regreso se constate si la información oficial tiene el carácter específico de “privilegiada o no”, pues como se dijera esa característica no se quedó en el abstracto ni de manera ambigua o indeterminada sino que por el contrario se hizo precisión de la misma de manera inequívoca, expresa y clara en cuanto a sus características básicas estructurales de conducta punible.

 (…)

“ (vii).- De acuerdo con el principio de estricta legalidad se constata sin dificultades que la información oficial privilegiada del artículo 420 es aquella que el servidor público haya conocido por razón o con ocasión de sus funciones y que no sea objeto de conocimiento público, y que para ser sujeto activo calificado del comportamiento punible del artículo 420 ejusdem no se requiere de una doble cualificación.

“Por el contrario, en la descripción específica del mismo se advierte que quienes pueden ser protagonistas principales como autores o coautores y tener dominio del hecho deben ser servidores públicos que tengan la calidad de (i).- empleados, (ii).-directivos o (iii).- miembros de una junta u órgano de administración de cualquier entidad pública, quienes en todo caso incurren en ese desafuero, lo cual se corresponde con el bien jurídico al que pertenece dicho tipo, es decir, al de los “abusos de autoridad y otras infracciones”, del cual quedan ajenos los particulares.”

JAVIER ARMANDO FLETSCHER PLAZAS     

  HERMENS DARIO LARA ACUÑA      

Presidente                                                 Vicepresidente

NOHORA LINDA ANGULO GARCÍA

                                              
                   Relatora 













� 	Exp.: 4219.


� Tribunal Superior de Bogotá Sent. de sept. 25 de 2009 M.P. Marco Antonio Álvarez Gómez Exp. 07200700275 01.


� Como se desprende de la afirmación que hace la apoderada judicial del demandado en su escrito de excepciones referente a que en aquél juicio “se dictó sentencia, dándose por terminado el proceso como lo ordenaba la ley de Vivienda” (fl. 208)”, así como de la presencia del apoderado judicial de los demandados en la diligencia de reconstrucción del proceso (fl. 2).


� Según certificación obrante a fl. 3.
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